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Alarmas ha encendido en nuestro país la amenaza
del Presidente Donald Trump de imponer arance-
les a las importaciones de cobre y aluminio. Si bien
aún no se ha concretado ninguna medida, los efec-

tos ya se sienten en los mercados internacionales, con caídas
en los precios de ambos commodities.

Con un porcentaje relevante de nuestras exportaciones
del metal rojo destinadas a Estados Unidos, cualquier barre-
ra proteccionista tendría consecuencias directas sobre los
ingresos de Chile. El impacto es conocido: por cada centavo
de dólar que cae el precio del cobre, el país pierde al menos
US$ 28 millones —algunas estimaciones sugieren incluso
el doble—, un golpe que afecta no solo a la cuprífera estatal,
Codelco, sino también a la estabilidad fiscal, por el efecto
sobre la minería privada, fuente de recursos para el finan-
ciamiento del Estado,

Por supuesto, el protec-
cionismo también trae consi-
go costos globales. De hecho,
sectores estratégicos de la eco-
nomía estadounidense, como
la fabricación de semiconduc-
tores y la transición hacia energías limpias, dependen del co-
bre importado. Solo en 2023, ese país consumió 1.800 millo-
nes de toneladas, mientras que su producción local apenas
alcanzó los 1.100 millones. La imposición de aranceles encare-
cería el insumo, afectando la competitividad de su industria y
debilitando su capacidad de innovación.

En Chile, el Gobierno ha conformado un grupo de traba-
jo para evaluar estrategias y eventuales acciones diplomáti-
cas, considerando que un tratado de libre comercio como el
que existe con EE.UU. debiera constituir un escudo. Pero la
velocidad y decisión con que opera la administración Trump
en estas materias desafía la efectividad de una instancia así.

Otro potencial flanco con Washington se ha abierto esta
misma semana en el contexto de la reforma de pensiones. Co-
mo se había advertido antes de las votaciones en el Congreso,
algunos de sus contenidos plantean el riesgo de demandas
contra el Estado de Chile en tribunales internacionales. Pero
ahora, además, el American Council of Life Insurers (ACLI),
gremio que agrupa a algunas de las mayores aseguradoras

del mundo (incluidas propietarias de AFP chilenas) hizo lle-
gar al Presidente Boric y otras autoridades una carta con cues-
tionamientos directos, situando sus objeciones en el marco de
la revisión de acuerdos comerciales anunciada por Trump. 

Las críticas se centran en dos puntos: el nuevo modelo de
licitación y el rol que asumiría el Estado vía el Instituto de
Previsión Social (IPS). En concreto, la fórmula de licitar cada
dos años hasta el 10% de las cuentas de clientes antiguos es
descrita por el gremio como una medida expropiatoria y una
violación de nuestros compromisos internacionales. En cuan-
to al nuevo rol del IPS, se advierte que significaría la introduc-
ción de competencia desleal, en la que nuevos actores, con el
respaldo del Estado, tendrían cuestionables ventajas frente a
inversionistas que llevan décadas en el mercado. Tal objeción
es compleja para Chile, que ha sido históricamente un destino

atractivo para la inversión ex-
tranjera por su estabilidad y
respeto de las reglas. Natural-
mente, nadie más que las insti-
tuciones democráticas que el
país se ha dado tiene la facul-
tad de tomar las opciones le-

gislativas que se estime adecuadas, pero es parte de su tarea
evaluar todas las implicancias de sus decisiones. 

La falta de reflexión parlamentaria respecto de este pun-
to y la desaprensiva respuesta de algunas autoridades, ape-
lando al nacionalismo y procurando sacar rédito político de
esta tensión, son en sí mismas fuentes de incertidumbre para
quienes deciden invertir en Chile. Pero, en cualquier caso, las
alertas extranjeras deberían ser analizadas en su mérito en la
implementación vía reglamento de la compleja institucionali-
dad que instala la reforma. Ya despachada por el Congreso,
será esencial un diálogo abierto y transparente con los secto-
res potencialmente afectados. Esto, en un contexto especial-
mente delicado, dada la sensibilidad de la administración
Trump frente a todo lo que pueda interpretarse como afecta-
ción a los intereses de empresas estadounidenses en el mun-
do. La combinación de eventuales demandas internacionales
y de un apetito por la imposición de aranceles como estrate-
gia de negociación norteamericana es una fuente de riesgo
que debe ser gestionada de forma inteligente.

La sensibilidad de la administración Trump

en estas materias genera un escenario

especialmente riesgoso para el país.

Fuentes de tensión con EE.UU.

La política identitaria se instaló enfatizando las
particularidades raciales, de orientación sexual,
autocalificación de género, origen étnico o vulne-
rabilidades de las personas, fragmentando a la so-

ciedad en una multiplicidad de grupos, con el objeto de
otorgarles “reconocimiento” y derechos diferenciados a
cada uno de ellos. Esto —que la jerga popular ha denomi-
nado “wokismo”— ha ido alienando progresivamente a
la sociedad, comenzando a fastidiarla, al inducirla a adop-
tar una perspectiva identitaria en los más variados ámbi-
tos de la vida. Por ejemplo, forzando el respeto a los parti-
culares pronombres que cada quien se asigne, instando a
duplicar las palabras para usarlas simultáneamente en gé-
nero masculino y femenino,
o inventando nuevas para
incluir a ambos, y, en gene-
ral, abusando del victimis-
mo. Así, la mirada universa-
lista de los derechos huma-
nos, que otorga igual digni-
dad a todas las personas —un avance de la época moderna
que enorgullecía a la humanidad— ha terminado siendo
muchas veces desplazada por este énfasis identitario. 

Precisamente, la exageración casi sin límite que esa
corriente fue adoptando, generó una reacción en la direc-
ción opuesta, la que ahora se ha explicitado políticamente
en gobiernos como el de Javier Milei, en Argentina, o el de
Donald Trump, en EE.UU. El primero ya eliminó el Mi-
nisterio de la Mujer, y el segundo declaró que para dicho
país oficialmente solo existen dos sexos, el masculino y el
femenino. Adicionalmente, ambos han procedido a anu-
lar instructivos del Estado asociados con dichas políticas,
lo que se ha extendido también al ámbito privado, donde
importantes empresas norteamericanas han eliminado
sus departamentos de diversidad, inclusión y equidad. Es
posible que esta tendencia, contraria al wokismo, se siga
desplegando hacia otras materias, estableciendo en la

práctica una nueva “guerra cultural” en la sociedad, un
tipo de enfrentamiento que tiende a agrupar a la pobla-
ción en bandos opuestos, donde los contenidos culturales
pasan a formar parte de las doctrinas políticas.

Como consecuencia de dicha superposición, la pugna
se tiende a trasladar luego a más materias, ignorando dife-
renciaciones y matices fundamentales. De allí que, por
ejemplo, la activa oposición de buena parte del wokismo
al uso de combustibles fósiles genere una visceral contra-
rreacción de apoyo a esos combustibles por parte de mu-
chos de quienes rechazan el discurso woke, cual si una cosa
necesariamente implicara la otra. Arriesgan así caer en
una suerte de “interseccionalidad” inversa, cual si el fun-

dado cuestionamiento a los
dictados de la “corrección
política” eximiera de anali-
zar racionalmente cada
planteamiento. De este mo-
do, el enfrentamiento políti-
co ha llevado a extremar las

posiciones de ambos grupos, resultando en afirmaciones
radicales que terminan negando la realidad. Pero, de la
misma manera en que otorgar derechos diferenciados a
diversos grupos ciudadanos termina socavando el princi-
pio básico de igualdad ante la ley, negar que hay interven-
ción humana en el calentamiento global desafía la eviden-
cia empírica conocida. 

La sociedad no se beneficia de las hiperbólicas afirma-
ciones que están tras estas guerras culturales, pues gene-
ran división y crispación, dificultando los acuerdos y la
consiguiente creación de valor que enriquece a las nacio-
nes. Por el contrario, el respeto hacia las distintas sensibi-
lidades, sin cancelarlas por disentir de las propias, y sin
exagerar su contenido para hacerlo más nítido ante las
respectivas audiencias, es una forma más civilizada de
manifestar las discrepancias y una mejor manera de en-
contrar el camino para superarlas.

El respeto hacia las distintas sensibilidades,

sin cancelarlas ni exagerarlas, es una forma

más civilizada de expresar la discrepancia. 

Hiperbólicas guerras culturales

Si bien su prác-
tica va hoy a la baja,
son muchos los
que están hablando
ahora de solidari-
dad, una palabra
que ha terminado
d e s p l a z a n d o a
“fraternidad”, y la
explicación para
este cambio es muy
simple: no somos
hijos de un mismo padre biológico y
se cuentan por muchos los que pen-
samos que tampoco lo somos de al-
gún ser superior al que pudiéramos
reconocer como Padre. Bienvenida
entonces la palabra “solidaridad”,
porque en verdad no somos herma-
nos ni tampoco está asegurado que
las mejores relaciones sean
las que se dan entre ellos.

Sabemos que la solidari-
dad es tanto una virtud per-
sonal como social, una prác-
tica de los individuos y tam-
bién de quienes vivimos en
sociedad. Y, tratándose de una vir-
tud, estamos hablando de algo muy
difícil de realizar. Las virtudes son ci-
mas que hay que tratar de alcanzar, y
ese ascenso cuesta siempre mucho.
Las virtudes son exigentes, puesto
que no basta uno u otro acto virtuoso
para alcanzarlas. Nadie es justo por-
que realiza un solo acto de justicia, si-
no porque tiene el hábito adquirido
de comportarse justamente.

La solidaridad individual y de
determinados grupos que la practi-
can por propia iniciativa no puede ser
sino reconocida y agradecida, pero el

punto es si resulta o no legítimo que
por medio de políticas públicas, leyes
u otros tipos de decisiones normati-
vas se induzca solidaridad en una so-
ciedad dada. La previsión social, un
sistema de salud público en el que co-
tizáramos todos y en proporción a
nuestros ingresos, los subsidios esta-
tales para la adquisición de vivien-
das, son ejemplos de lo que acabamos
de expresar acerca de lo que podría-
mos considerar como “solidaridad
institucional”, que se manifiesta en
actos de seguridad, asistencia y pro-
tección social pública.

¿Cómo no ocuparse de lo públi-
co, es decir, de lo que concierne a to-
dos? ¿Cómo negarse a transferencias
y redistribuciones equitativas de bie-
nes de interés público? ¿Viviríamos

realmente en sociedad si todos los
bienes disponibles fueran únicamen-
te de apropiación privada, como pasa
con el grupo de niños que se abalan-
zan a recoger los dulces que caen de
una piñata? ¿Es una sociedad algo
comparable a una piñata? 

Es al tenor de preguntas como
esas que se promueve un Estado so-
cial de derecho, que no perjudica ni
menos liquida al Estado liberal, sino
que lo complementa y refuerza. Ma-
yor eficacia en el ejercicio de sus liber-
tades logran las personas que se en-
cuentran asistidas y protegidas social-

mente. Si reclamamos seguridades, e
incluso certezas, ¿cómo podríamos
descuidar la seguridad social pública?

Como ha quedado de manifiesto
en la larguísima tramitación de una
reforma previsional en permanente ti-
ra y afloja, y además de los habituales
y muy poderosos intereses económi-
cos en juego, en este tipo de asuntos
siempre hay razones técnicas que ha-
cer valer, pero uno se queda son la
sensación, cuando no con la convic-
ción, de que algunas de las razones
“técnicas” solo ocultan malquerencia
y hasta rechazo de la solidaridad que
se busca por medio de instituciones
democráticas y que no está librada so-
lo a la buena voluntad de cada indivi-
duo y al altruismo o caridad de deter-
minadas organizaciones. Me imagino

que no será necesario citar a
Alberto Hurtado Cruchaga,
cuando puntualizó que la jus-
ticia está antes que la caridad.

Inducir solidaridad ins-
titucional por métodos de-
mocráticos solo contraría la

regla ferozmente individualista que
dicta que cada perro tendría que ras-
carse con sus propias uñas, en cir-
cunstancias de que a algunos ya no
les quedan uñas o que las pulgas han
invadido ya por completo el cuerpo
del perro.

Junto con la libertad y la igual-
dad, la fraternidad (solidaridad) fue
izada hace siglos entre las banderas
de nuestro tiempo.

¿Continuaremos olvidándonos
de ella?

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

La sociedad no es una piñata

Si reclamamos seguridades, e incluso certezas,

¿cómo podríamos descuidar la seguridad

social pública?

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Agustín Squella

A cinco años del estallido de
2019, también el Partido Comunis-
ta ha realizado una autocrítica res-
pecto de esos días. Pero no son la
violencia o el desbordamiento insti-
tucional el motivo de su autorre-
proche. Al revés, si de algo se recri-
mina el PC, es de no haber tenido la
capacidad para “liderar el proceso”.
Resultado de aquello, lamenta, “se
optó por una salida institucional,
que favoreció la preservación del
statu quo”. La reflexión está conteni-
da en el informe final de su último
congreso nacional, un documento
que debiera ser leído con atención,
especialmente por quienes mantie-
nen alianzas con esa colectividad. 

Y es que debe reconocerse la
transparencia con que allí el PC ex-
pone su visión y
los objetivos que
persigue. Bajo la
idea fuerza de lu-
char contra “el
neoliberalismo”,
insiste en reivin-
dicaciones que
van desde el fin
de las concesiones mineras hasta la
nacionalización del agua, la “sobe-
ranía alimentaria”, la “preserva-
ción de las tierras indígenas” o el
protagonismo del Estado en ener-
gía, salud y educación. El texto,
además, da cuenta del predominio
conseguido por los sectores más
duros de la colectividad en el últi-
mo proceso interno, al punto de in-
cluir un explícito apoyo al exalcal-
de Daniel Jadue, supuesta víctima
de una “injusta persecución que
busca anular el proceso político po-
pular de Recoleta”. También de-
nuncia la “militarización del Wall-
mapu” (sin decir que el estado de
emergencia en la macrozona sur es
una medida impulsada por el go-
bierno del que forma parte) y hasta
responsabiliza a las “políticas fisca-
les restrictivas” por el triunfo del
Rechazo en 2022. No faltan el con-
sabido respaldo a Cuba, la preocu-
pación por “fortalecer las relacio-
nes con China” y el apoyo a que

Chile se integre a los Brics. Solo res-
pecto de la ahora incómoda Vene-
zuela el lenguaje se torna críptico.
“Se identifican vacíos para hacer
una evaluación acabada de los he-
chos”, justifica.

Con todo, tal vez los párrafos
más reveladores sean los que el in-
forme dedica al concepto de demo-
cracia. Según el PC, el “modelo neo-
liberal” la ha transformado “en un
instrumento formal y burocrático”.
De este modo, insiste, “la democra-
cia representativa heredada de la
dictadura ha fracasado en cumplir
los anhelos populares”. Es decir,
igual que hace cincuenta años,
cuando la izquierda denostaba la
“democracia burguesa”, el comu-
nismo chileno, fiel a sí mismo, sigue

renegando de la
democracia re-
presentativa, al
punto de estable-
cer una extraña
vinculación entre
ella y el régimen
militar. 

P o r e s o e s
que, en otro párrafo, se plantea la
necesidad de “redefinir la democra-
cia como un instrumento de libera-
ción del pueblo”. ¿De qué se trata?
Lo resume el documento en una
frase: “La democracia, entendida
como un camino al socialismo, y el
socialismo como la más alta expre-
sión de la democracia”. ¿Y qué sig-
nifica todo eso? El informe hace én-
fasis en ideas como el fortaleci-
miento de los sindicatos y el papel
de los movimientos sociales, cual si
fuera la movilización de esos gru-
pos —en los que el PC apuesta a ju-
gar un rol protagónico— y no la
menospreciada representación
electoral lo que definiera una de-
mocracia. ¿Qué espacio deja ese
modelo —algunos de cuyos ele-
mentos recogió el rechazado pro-
yecto de la Convención— para
quienes difieran del socialismo? El
texto no lo dice, pero la experiencia
de los regímenes comunistas en el
mundo lo ha dejado más que claro. 

Fiel a sí mismo, sigue

renegando de la

democracia

representativa.

Definiciones del PC

Un amigo del sabio Critilo cuenta que
tuvo la satisfacción de asistir a una jor-
nada sobre poesía
grecolatina dirigi-
da por los profeso-
res Lilí Saavedra y
Sergio Antonini ,
ambos eximios co-
nocedores del grie-
go y del latín, y el
segundo, además,
musicólogo y tañe-
dor de lira.

La experiencia
del contacto con
los clásicos, muy
e sc a sa e n Ch i l e
desde que se aban-
donó la enseñanza del latín en los cole-
gios, no solamente enriquece el espíritu.
También es fuente de innúmeros place-
res y de un conocimiento de las estre-
chas relaciones entre lírica, música y

métrica, formador del intelecto y la sen-
sibilidad. La experiencia ha reemplaza-

do el conocimiento
de segunda mano
que se obtiene me-
diante traduccio-
nes que convierten
la poesía latina en
una prosa insulsa.

Es de congratu-
lar a la Universidad
Central de Chile,
que al auspiciar un
seminario de esta
n a t u r a l e z a d e -
muestra que la cul-
tura no precisa de
mu l t i tud inar i a s

manifestaciones y de aparentes popu-
laridades. Ojalá tal iniciativa sea repeti-
da, imitada y ampliada.
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“Schola chiliensis”
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